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Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda
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DERECHO DE PETICIÓN/ CONCESIÓN DEL BENEFICIO DE LA 
PRISIÓN DOMICILIARIA/ ARTÍCULO 38G C.P./  REQUISITOS OBJETIVOS/ EL CONDENADO DEBE SUPERAR LA MITAD DE LA PENA IMPUESTA Y TENER ARRAIGO/ OTROS MECANISMOS DE DEFENSA JUDICIAL/ NIEGA X IMPROCEDENTE.
En ese orden de ideas, se itera, de conformidad con la información obrante en el expediente, el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad ha resuelto de manera oportuna los pedimentos del libelista, de manera que, si lo que indirectamente pretende el actor es manifestar su discrepancia frente a los mismos, lo que deberá hacer es acudir a los recursos de ley que tiene a su alcance para controvertir esas decisiones.  

De acuerdo a lo anterior, no avizora esta Corporación que exista por parte del Despacho aquí accionado vulneración de los derechos fundamentales invocados por el señor Juan David Bedoya León, lo que denota entonces la improcedencia de la presente acción constitucional, como así lo ha afirmado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada: 

“En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”[22]. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA
Pereira, de dos mil dieciocho (2018) 
Hora: 

Aprobado por Acta No. 
	Radicación: 
	660012204000-2018-00172-00

	Accionante: 
	Luis Arley Osorio Loaiza 

	Accionado: 
	Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda 

	Decisión: 
	Declara hecho superado 


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor LUIS ARLEY OSORIO LOAIZA, en contra de la DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE PEREIRA, RISARALDA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición.
ANTECEDENTES:
Manifestó el señor Luis Arley que el día 1º de agosto de 2018 instauró derecho de petición ante la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira, como víctima dentro del proceso penal radicado bajo el Nro. 660016000036201301150, relacionada con una solicitud de seguimiento a la investigación, de conformidad con las facultades legales que le asisten a esa Dirección. 
Así las cosas, puntualizó que lo que persigue con esta acción de tutela es que se le ordene al señor Director Seccional de Fiscalías de Pereira que proceda a suministrarle una respuesta pronta y expresa a su petición. 

TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 30 de agosto del año avante, fecha en la cual se avocó su conocimiento en contra de la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira, a quien se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que a través del titular de ese Despacho ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.
RESPUESTA DEL DESPACHO ACCIONADO:
Durante el término de traslado, se recepcionaron las siguientes contestaciones: 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA: informó que mediante auto interlocutorio No. 1204 del 24 de abril de 2018, ese Despacho negó al accionante una solicitud de prisión domiciliaria, por no cumplir con los requisitos exigidos en el artículo 38 G para tal fin, pues si bien se acreditó el cumplimiento del requisito objetivo, esto es, haber descontado la mitad de la pena impuesta, y algunos de los subjetivos, como es el hecho de no pertenecer al grupo familiar de la víctima, ni encontrarse excluido expresamente de dicho beneficio el delito por el cual resultó condenado, sin embargo, hasta ahora el accionante no ha acreditado el requisito del arraigo familiar, razón que sirvió de base para negar la solicitud deprecada. 
Así mismo, manifestó que el accionante elevó una solicitud en el mismo sentido, mediante memorial allegado al Juzgado el 3 de junio hogaño, así como una corrección de la redención anterior, las cuales fueron resueltas mediante autos Nros. 2254 y 2256 del 24 de julio de 2018, decisiones últimas en contra de las cuales el accionante puede interponer los recursos de ley si llegare a estar en desacuerdo con las mismas.
ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE SANTA ROSA DE CABAL: mediante comunicación remitida vía correo electrónico el 30 de julio del año que transcurre allegó la constancia de notificación que se le hizo al accionante del auto interlocutorio Nro. 1204 por medio del cual se resolvió lo concerniente a la solicitud de prisión domiciliaria solicitada al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, conforme se le pidiera por parte de ese Despacho en el exhorto Nro. 038. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Colegiatura si por parte del Despacho accionado ha sido desconocido el derecho fundamental al debido proceso del señor JUAN DAVID BEDOYA LEÓN, por no haber resuelto la solicitud de prisión domiciliaria instaurada desde el mes de abril del año que avanza. 
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Caso concreto: 

De conformidad con lo consignado por el accionante en el libelo petitorio, se tiene que su interés estaba supuestamente encaminado a obtener un pronunciamiento por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa ciudad, respecto de la solicitud de prisión domiciliaria contenida en el artículo 38G C.P. que presentara desde el mes de abril de este año. 

No obstante, durante el trámite de esta acción, se logró establecer que, contrario a las afirmaciones del libelista, el Juzgado accionado, mediante auto interlocutorio No. 1204 del 24 de abril se había pronunciado sobre dicho pedimento, el cual, a pesar de resultar adverso a sus pretensiones, resolvió de fondo el asunto propuesto, después de verificar que el señor Juan David no cumplía para ese momento con el requisito objetivo que dicha norma contempla, es decir, no había superado aún la mitad de la pena impuesta. Ahora, es importante precisar que la aludida decisión fue puesta en conocimiento del actor el 15 de mayo del año que transcurre, como se evidencia a folio 31 del encuadernado, es decir, antes de que acudiera al presente mecanismo de amparo invocando una trasgresión de sus derechos fundamentales que en ningún momento ocurrió. 

Por otra parte, no sobra decir que el mismo día en que el accionante acudió a esta acción, el Despacho de Ejecución de Penas profirió una nueva decisión respecto de una solicitud la que en iguales términos a la anterior presentara el señor Juan David, puntualizando esta vez que no se cumplía con uno de los requisitos de orden subjetivo, como era el arraigo. Además, especificó la Juez de la causa que en contra de esa decisión se encuentra abierta la posibilidad de interponer los recursos de ley. 
En ese orden de ideas, se itera, de conformidad con la información obrante en el expediente, el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad ha resuelto de manera oportuna los pedimentos del libelista, de manera que, si lo que indirectamente pretende el actor es manifestar su discrepancia frente a los mismos, lo que deberá hacer es acudir a los recursos de ley que tiene a su alcance para controvertir esas decisiones.  

De acuerdo a lo anterior, no avizora esta Corporación que exista por parte del Despacho aquí accionado vulneración de los derechos fundamentales invocados por el señor Juan David Bedoya León, lo que denota entonces la improcedencia de la presente acción constitucional, como así lo ha afirmado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada: 

“En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”[22]. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

En ese orden de ideas, se habrá de despachar favorable la solicitud de protección constitucional invocada por el señor Juan David Bedoya León, al no advertirse vulneración alguna que pueda endilgársele al Despacho judicial que acciona. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la presente acción de tutela instaurada por el señor JUAN DAVID BEDOYA LEÓN en contra del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, RISARALDA, ello por cuanto no existió vulneración alguna a los derechos del accionante por parte del Despacho encartado.
SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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